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Resumen

El  presente  trabajo  formula  y  argumenta  una  anomalía  científica  
específica:  la  sustancial  ausencia,  en  la  literatura  académica  
internacional,  de  análisis  críticos  sobre  la  duración  de  las  
contrataciones  en  la  estructura  del  empleo  público  como  variable  
democrática primaria.  El  análisis evidencia que dicha ausencia no es  
casual ni se debe a la irrelevancia del problema, sino que constituye la  
consecuencia previsible de dos mecanismos convergentes: un conflicto  
de interés estructural, que orienta la selección y los procesos de avance  
del personal público hacia una conformidad de cierre en lugar de hacia  
una  sensibilidad  cívica  y  democrática  comprometida,  y  que  modela  
continuamente la agenda de la investigación; y una conciencia individual  
que no puede ser completamente anulada por la estructura, fundando así  
una responsabilidad personal junto a la sistémica. El advenimiento de la  
inteligencia  sintética  hace  hoy  plausible  el  cese  de  gran  parte  del  
personal en las funciones públicas, incluidas las académicas. El esquema 
interpretativo  de  la  República  de  Sentido  Cumplido  ofrece  una  
justificación  ética  y  democrática,  históricamente  coherente,  para  
gobernar esta transición de manera legítima. Todo el conjunto converge  
hacia  nuevos  instrumentos  de  medición,  el  Indicador  Único  de  
Democracia y el Índice de Armonía Social, y hacia el proyecto del órgano 
operativo del Banco de los Empleos Públicos, desarrollados por el Autor  
en el marco de la actividad ultratreintañal del Laboratorio Eudemonia.
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1. Introducción: una ausencia que exige explicación

Existe  un  aspecto  estructural  que  caracteriza  a  la  casi  totalidad  de  las  sociedades 
contemporáneas que definimos como democráticas: la inamovilidad de facto del personal 
en las funciones públicas no legislativas. Empleados administrativos, sanitarios, docentes 
universitarios, jueces, cuadros fiscales — la masa operativa de la estructura pública, desde 
el primero hasta el último funcionario — ocupan sus funciones sin límite temporal efectivo, 
sin que ninguna mayoría democrática pueda removerlos, sin que ningún ciudadano pueda 
aspirar a sustituirlos mientras estén vivos y en servicio. Sin embargo, esta característica no 
es marginal, porque son precisamente esos roles los que ejercen el poder real, controlan 
los recursos colectivos y forman a las generaciones siguientes.

Un observador ajeno a los circuitos científicos esperaría que esta variable — la estructura 
temporal del empleo público — fuese objeto de una investigación comparativa amplia, 
rigurosa  y  continua.  Tras  los  ochenta  años  transcurridos  desde  la  reconstrucción 
democrática de posguerra, cabría esperar estudios que comparasen sistemas con distintos 
grados de rotación institucional, estudios que relacionasen la temporalidad de los roles 
legislativos con la inamovilidad de los roles funcionales, teorías que analizasen los efectos 
del monopolio temporal de las carreras públicas como forma de exclusión sistemática y, 
por tanto, su incompatibilidad estructural con la participación democrática. Existe literatura 
sobre fenómenos adyacentes — la politización burocrática, la corrupción institucional, la 
responsabilidad del  funcionario  público,  la  relación entre estructura de las  carreras y 
desempeño organizativo — pero ninguna línea de investigación identifica específicamente 
la inamovilidad de los puestos del empleo público como variable primaria de institución de 
una democracia, poniéndola en relación directa con los efectos de exclusión que produce, 
las consecuencias de ineficiencia  del  sistema,  la  desconfianza generalizada hacia las 
instituciones.

Los  grandes  archivos  de  la  producción  académica  mundial,  hoy  accesibles  a  todos, 
muestran que la estructura temporal de los aparatos públicos está rodeada de investigación 
sin  haber  estado nunca en su centro.  La  pregunta  correcta  desde un punto de vista 
científico no es si el tema es irrelevante: es por qué nunca se ha producido investigación 
sistemática sobre él. La respuesta, como se argumentará, es estructuralmente previsible y, 
en un nivel ulterior, individualmente responsable.

2. Dos mecanismos convergentes

2.1 El conflicto de interés estructural

Los sistemas de acceso a las funciones públicas, en la forma hoy predominante, no evalúan 
directamente la sensibilidad cívica,  la capacidad de juicio autónomo o la vocación de 
servicio a la colectividad. Miden sobre todo el conocimiento de los procedimientos, la 
capacidad de reproducir el saber exigido por las pruebas selectivas y la idoneidad para 
insertarse dentro de un marco normativo predefinido. De ello resulta una selección que 
favorece los perfiles cognitivos y motivacionales más compatibles con la continuidad del 
sistema existente y orientados a conseguir en él una posición estable y permanente.
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Esto no es un juicio moral genérico: es una predicción estructural verificable. Un sistema 
que premia la conformidad tiende, con el tiempo, a producir una población institucional que 
valora  la  jerarquía,  la  estabilidad  de  la  propia  posición  y  la  dependencia  vertical  — 
exactamente el perfil psicológico funcional a la perpetuación de un sistema cerrado. Y dado 
que esta selección no se produce solo en el ingreso sino que se repite durante toda la 
carrera,  a  través  de  mecanismos  de  ascenso  que  premian  a  quien  no  cuestiona  la 
estructura,  el  resultado  con  el  tiempo  es  una  convergencia  progresiva  hacia  la 
homologación: el sistema se vuelve cada vez más parecido a sí mismo, cada vez menos 
capaz de tolerar en su interior a quien lo observa críticamente.

A esto se añade un fenómeno ulterior: la complejidad artificial como instrumento de poder. 
Un sistema burocrático permanente tiene un incentivo estructural para producir opacidad 
— para hacer que sus funciones parezcan inejecutables por cualquiera que no haya pasado 
décadas en su interior. Si el sistema es comprensible, cualquiera puede entrar y sustituir a 
quien allí reside. Si se lo vuelve opaco, la inamovilidad se convierte en una necesidad 
funcional a los ojos de todos, incluidos los gobernantes electos. Por esta razón las reformas 
burocráticas producen casi siempre más burocracia, no menos: quien las diseña es interno 
al sistema y tiene todo el interés en reformar sin simplificar.

El objetivo de una sociedad sana es lo contrario: mantener las funciones y el sistema entero 
en un nivel de accesibilidad amplia, que no aniquile el sentido común y no salga del campo 
de  una  comprensibilidad  natural.  Precisamente  porque  se  trata  de  un  ámbito 
eminentemente humanístico — no de ingeniería nuclear, sino de gestión de la cosa común 
— es posible y necesario que cualquiera, dotado de los requisitos necesarios para el rol y 
el nivel, pueda insertarse en una función pública, sustituir a quien falte por cualquier razón, 
y no degradar, sino mejorar constantemente, el producto final. Un sistema que requiere 
décadas de aprendizaje para desempeñar funciones ordinarias de servicio al público es, 
por definición, un sistema que ha producido complejidad artificial para proteger posiciones 
ocupadas.

Consideremos también el ámbito de la investigación. La teoría económica estándar prevé 
que los agentes racionales no produzcan información que perjudique sus propios intereses 
materiales si pueden evitarlo sin sanción. Este principio se acepta sistemáticamente en la 
evaluación  de  la  investigación  financiada  por  la  industria  farmacéutica,  petrolera, 
tabacalera.  En  esos  casos,  la  comunidad  científica  reconoce  sin  dificultad  que  el 
financiador modela la agenda de la investigación.

El mismo principio no puede dejar de aplicarse, con igual rigor lógico, a la investigación 
académica sobre el empleo público. El investigador universitario es, en la práctica totalidad 
de los países que se definen democráticos, un empleado público indefinido o un precario 
que aspira  a  serlo.  Su salario,  su  progresión de  carrera,  su  pensión  dependen de la 
permanencia del sistema de empleo público sin más límite temporal que el fin de la vida 
laboral.  Producir  investigación  que  demuestre  la  disfuncionalidad  estructural  de  ese 
sistema equivaldría a producir investigación contra el propio interés económico primario.
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De ello se deriva una predicción formalmente simple y falsable:

P₁: En un sistema en el que los investigadores son empleados públicos permanentes,
la investigación crítica sobre la estructura permanente del empleo público
estará sistemáticamente subrepresentada respecto a su relevancia social.

Esta predicción es falsable: basta con demostrar la existencia de una literatura sistemática, 
acumulativa y dominante sobre este tema para refutarla. Como se muestra en la sección 
siguiente, tal demostración no está disponible.

Los incentivos institucionales modelan la agenda de la investigación sin que ningún agente 
individual  deba  tomar  decisiones  explícitamente  deshonestas.  Un  investigador  que 
considera trabajar sobre la reforma estructural del empleo público enfrenta: dificultades de 
financiación, resistencia editorial por parte de revisores con los mismos intereses, riesgo 
reputacional, y ausencia de una comunidad de referencia que acumule resultados. Esa 
línea de investigación no se explora no porque alguien la prohíba, sino porque el sistema 
de incentivos la vuelve racionalmente poco conveniente para cualquiera que opere en su 
interior. Este mecanismo tiene un nombre preciso: captura cognitiva. La institución que 
debería ser examinada por la investigación termina condicionando la investigación misma.

2.2 La responsabilidad individual: más allá del determinismo estructural

El segundo elemento del análisis es el más delicado de formular con precisión, pero es el  
que  lo  completa  y  le  da  relevancia  jurídica.  La  versión  puramente  estructuralista  del 
argumento — el sistema produce incentivos que modelan el comportamiento sin que nadie 
deba elegir conscientemente el mal — tiene una fuerza explicativa real, pero tiene un 
defecto grave: exonera completamente a los individuos de responsabilidad. Un sistema 
jurídico, político y moral no puede funcionar sin responsabilidad individual.  Si  todo es 
estructura, nadie es nunca culpable de nada.

Es  necesario,  por  tanto,  afirmar,  con  igual  rigor,  que  la  estructura  reduce  el  costo 
psicológico de ciertos comportamientos pero no anula la conciencia que los acompaña. Un 
ser  humano  adulto,  y  con  mayor  razón  quien  ha  hecho  del  conocimiento  crítico  su 
profesión, sabe lo que está haciendo cuando ocupa de por vida una posición que — por  
soberanía popular — pertenece a la colectividad y a esta debería ser accesible. Sabe que 
excluye a otros. Sabe que los gobiernos elegidos dependen de él en lugar de lo contrario.  
Sabe que el poder que ejerce no ha sido legitimado por ningún mandato democrático.

La estructura explica la  difusión del  fenómeno.  La conciencia individual  — tanto más 
profunda cuanto más elevada es la formación de quien la posee — funda la responsabilidad 
de  quien  participa  en  él.  Se  trata  de  dos  niveles  distintos  que  deben  coexistir  bien 
diferenciados pero equilibrados en el análisis. No se puede absolver a todos en nombre del 
sistema, ni condenar a todos indiscriminadamente ignorando las presiones reales que el 
sistema ejerce. Ninguna de las dos posturas es científica ni éticamente sostenible por sí  
sola, y ambas vías interpretativas deben recorrerse hasta el final, equilibrándolas entre sí.
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Treinta años de comunicación directa — publicaciones digitales, mensajes, peticiones  
dirigidas a científicos, investigadores, profesores, a políticos, instituciones, funcionarios,  
cartas que exponen con claridad este problema y sus soluciones — nunca han recibido  
una refutación de fondo. Más significativo aún: en ninguno de los casos hubo respuesta  
alguna. El silencio sistemático de quienes tendrían los instrumentos para refutar, y no lo  
hacen, es en sí mismo un dato empírico: es compatible con el escenario en que el problema 
es percibido, su relevancia es reconocible, y la elección de no abordarlo es consciente. No 
puede tratarse solo de ignorancia estructural, sino también de elección. La diferencia no  
es irrelevante ni en el plano moral ni en el jurídico.

3. La evidencia de la ausencia: verificación

3.1 Lo que existe y lo que falta

La literatura ha producido trabajos significativos sobre temas adyacentes. El estudio de los 
mecanismos  institucionales  ha  analizado  cómo  construir  sistemas  de  incentivos  que 
orienten  el  comportamiento  hacia  objetivos  colectivos.  La  teoría  de  los  contratos  ha 
examinado la relación entre quien delega una función y quien la ejerce en el sector público. 
Los  estudios  sobre  las  instituciones  extractivas  han  documentado  cómo  las  clases 
dominantes perpetúan su dominio a través de reglas construidas en su propio beneficio. La 
teoría  de  los  bienes  comunes  ha  analizado  cómo  las  comunidades  gestionan 
colectivamente lo que pertenece a todos.

Lo  que  sistemáticamente  falta  es  la  convergencia  de  estas  líneas  hacia  la  variable 
específica: la estructura temporal del empleo en las funciones públicas no legislativas 
como determinante primaria  de la  calidad democrática,  de la  cohesión social  y  de la 
eficiencia  institucional.  Nadie  ha  construido  un  modelo  que  vincule  explícitamente  la 
permanencia vitalicia en el empleo público con: la exclusión sistemática de los ciudadanos 
de la res publica; la privatización de facto de funciones colectivas; la erosión progresiva 
de la  resiliencia  que sería  propia  de una democracia  con individuos diversos  que se 
suceden  enriqueciendo  las  capacidades  del  sistema.  Lo  que  emerge  es  una 
disfuncionalidad  sistémica  que  va  más  allá  de  la  ineficiencia  ordinaria:  un  sistema 
estructurado para perpetuarse a sí mismo pierde progresivamente la capacidad de afrontar 
los problemas porque resolverlos implicaría introducir modificaciones que lo pondrían en 
cuestión.

Cabe  señalar  que  los  países  con  burocracias  aparentemente  más  funcionales  no 
constituyen una refutación de esta tesis. Donde los resultados institucionales son mejores, 
derivan de culturas cívicas más desarrolladas, de tradiciones de participación colectiva, de 
equilibrios de poder mantenidos en el tiempo — no de la estabilidad burocrática en sí  
misma, que en tales casos es más bien una consecuencia de esas condiciones, no su 
causa. Confundir el efecto con la causa es el error que comete esta objeción.

3.2 La significatividad de la ausencia

En filosofía de la ciencia, la ausencia de evidencia no es evidencia de ausencia. Pero la 
ausencia sistemática de investigación sobre un problema de relevancia objetiva primaria 
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es en sí misma un dato que exige explicación. El problema de la estructura temporal del 
empleo público no es oscuro, técnico o de difícil acceso. Es visible para cualquiera que 
observe las instituciones.  Es medible.  Es comparable entre sistemas diferentes.  Tiene 
consecuencias directas y documentables sobre el bienestar colectivo y sobre el de los 
individuos. Tanto de los que quedan excluidos como, no pocas veces, incluso de los que 
excluyen.

La hipótesis nula — que la ausencia de investigación refleje simplemente la irrelevancia del 
problema — queda falsada por la evidencia directa: las disfunciones institucionales que 
produce esta estructura (corrupción endógena, despilfarro de recursos colectivos, erosión 
de la confianza en las instituciones, incapacidad de responder a las necesidades reales 
con soluciones adecuadas) están ampliamente documentadas como problemas graves. La 
literatura documenta los efectos sin analizar nunca esta causa estructural.  Esto no es 
casual: es el punto ciego en pleno funcionamiento.

4. Las consecuencias del punto ciego

4.1 La democracia incompleta

Las  transiciones  en  dirección  democrática  del  siglo  XX introdujeron  o  confirmaron  el 
mandato  temporal  en  un  solo  segmento  de  las  funciones  públicas:  el  legislativo.  El 
parlamento se renueva. Todo lo demás — la administración, la justicia, la educación, la 
sanidad,  el  fisco,  etc.  — ha permanecido estructurado según el  principio  opuesto:  la 
ocupación permanente.

Esta asimetría produce una consecuencia estructural precisa: la parte temporal y renovable 
ejerce  funciones  nominales,  mientras  que  la  parte  permanente  e  inamovible  ejerce 
funciones sustanciales. Quien controla la educación, la información pública, el fisco, la 
justicia, y demás, no está sujeto a mandato electoral. No responde ante el cuerpo electoral. 
No puede ser removido del ejercicio de sus funciones por ninguna mayoría democrática. 
Los gobernantes electos no comprenden las complejidades artificialmente producidas por 
la  estructura burocrática,  se encuentran de hecho dependientes de ella  y  no pueden 
extender su mirada más allá de los límites que esta impone — invirtiendo la relación que la 
democracia presupone. Aunque las funciones legislativas parezcan independientes, en 
realidad no lo son. Todo el sistema "público" está cerrado sobre sí mismo por la falta de 
una renovación regular del personal funcional.

La "democracia" formalmente proclamada es, por tanto, estructuralmente incompleta: el 
principio del mandato temporal — que es la verdadera sustancia de la democracia, no el 
voto  que  es  su  consecuencia  directa,  hecho  tan  evidente  como  planetariamente 
descuidado — nunca se ha extendido a toda la cosa pública. Lo que existe hoy no es 
democracia realizada: son formas de monarquía/oligarquía electivas, con una cúspide en 
gran parte simbólica, limitada en su acción, sustituida periódicamente, mientras el cuerpo 
operativo de los aparatos permanece inmutable.
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4.2 Privatización estructural de la función pública

Cada puesto público ocupado de forma indefinida deja de ser un recurso colectivo y se 
convierte  en  una  propiedad  privada  de  facto.  Cada  ciudadano  con  competencias 
equivalentes o superiores queda estructuralmente excluido del ejercicio de esa función 
durante toda la vida laboral del titular. Esta exclusión no es una consecuencia accidental 
del sistema: es la característica constitutiva de aquellos aparatos anteriores a la llegada de 
la democracia, que no han sido llevados a cambiar. El resultado es que el titular de esa 
función la ejerce no tanto con fines de interés colectivo cuanto de su propia permanencia.

En ausencia de un proceso osmótico — de un flujo estructurado y periódico de personas 
nuevas  en  las  funciones  públicas  —  la  República,  patrimonio  colectivo  de  bienes  y 
recursos, de códigos y leyes, de empleos y poderes, eje dinámico de la democracia, pierde 
el carácter que la distingue de las estructuras estáticas de poder. El contrato indefinido 
en el empleo público no es una conquista democrática: es la supervivencia de un uso 
preexistente que debería haber caído en el momento mismo en que la soberanía pasaba al 
pueblo y de la figura perenne e inamovible del monarca se viraba hacia la temporal y móvil 
del demócrata.

4.3 Fragilidad sistémica y pérdida de adaptabilidad

Un  sistema  institucional  rígido  —  en  el  que  las  mismas  personas  ocupan  funciones 
"públicas" durante décadas — pierde progresivamente la capacidad de responder a la 
creciente complejidad del entorno externo. Las competencias del titular de una función 
envejecen. Los procedimientos se cristalizan. La capacidad de elaborar problemas nuevos 
decrece mientras la complejidad de los problemas crece. La respuesta sistémica a este 
déficit no es la reforma, sino la extracción creciente de recursos para mantener con vida 
una  estructura  ineficiente:  aumento  de  la  presión  fiscal,  proliferación  burocrática, 
reducción de los servicios reales.

La ley cibernética de la variedad necesaria ofrece el marco formal: un sistema regulador 
debe poseer al menos tanta variedad interna como la que posee el sistema regulado. Una 
institución cuyo personal no se renueva acumula un déficit de variedad que, superado un 
umbral crítico, vuelve al sistema frágil ante shocks exógenos e incapaz de aprovechar las 
oportunidades que produce el cambio. La coerción dentro de un sistema cerrado, aunque 
bien disimulada, bloquea el aprovechamiento de las oportunidades y no logra evitar los 
problemas. La propia naturaleza — en los organismos biológicos como en los sociales — 
ha seleccionado el recambio periódico como mecanismo de supervivencia y adaptación, 
no la permanencia.

5. El momento de la transición:
inteligencia sintética y oportunidad histórica

La  pregunta  sobre  cómo iniciar  concretamente  el  proceso  de  cambio  no  admite  una 
respuesta única. Sin embargo, exige corregir una conclusión que un análisis superficial 
podría sugerir: que los países con estructuras burocráticas consolidadas no puedan iniciar 
el cambio. Es exactamente lo contrario.
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Los  países  con  "democracias"  formalizadas  — Italia,  Francia,  Alemania,  y  los  demás 
sistemas europeos y extraeuropeos de larga trayectoria — son aquellos en los que el punto 
ciego estructural  ha  producido  las  consecuencias  más  visibles  y  documentadas.  Son 
también aquellos en los que la presión para el cambio es más alta, la conciencia cívica más 
desarrollada, y los instrumentos culturales y jurídicos para una transición ordenada más 
disponibles. La sedimentación no es un obstáculo insalvable: es más bien la prueba más 
elocuente de la tesis.

El vector de cambio más potente e inmediato es hoy la inteligencia sintética. Su avance 
podría  producir  pronto,  con  independencia  de  la  voluntad  de  cualquiera,  un  cese 
progresivo y masivo en funciones hasta ahora ejercidas de forma permanente por personal 
humano — en el ámbito académico, administrativo, judicial, sanitario. Las instituciones ya 
se encuentran ante la necesidad de justificar ética y jurídicamente esta sustitución, sin 
disponer  de  un  esquema interpretativo  que  les  otorgue  la  necesaria  legitimación.  La 
tentación será gestionarla como un hecho técnico y económico, carente de fundamento 
democrático.

El diseño lógico de la República de Sentido Cumplido ofrece precisamente ese sentido y 
sostén racional, así como histórico, que falta. La transición no es una violencia producida 
por la tecnología: es la culminación tardía de un proceso democrático que en muchos 
países debería haberse producido hace ochenta años — y que no ocurrió precisamente 
porque  el  sistema que  debía  llevarlo  a  cabo  tenía  todo  el  interés  en  no  hacerlo.  La 
tecnología es la ocasión histórica, no la causa. El personal permanente no es sustituido 
porque sea humano, sino porque la ocupación permanente de una función colectiva es ya 
de por sí ilegítima en democracias y repúblicas que quisieran ser de sentido cumplido. La 
inteligencia sintética no crea el  problema:  revela la  urgencia inédita de manifestar un 
incumplimiento de larga data, y ofrece a las instituciones la ocasión de resolverlo con 
elegante coherencia democrática en lugar de con mezquina necesidad funcional.

Las propias academias — que han sido, como ya no puede dejar de ser evidente, la fuente 
primaria del punto ciego — pueden convertirse en la fuente primaria de la solución. Una 
institución académica que adopte este marco teórico para gestionar su propia transición 
hacia el tiempo determinado no cede a una presión tecnológica: cumple finalmente el acto 
que algunas Constituciones y los propios términos "Democracia" y "República" exigían 
desde hace décadas. Adquiere una dignidad y legitimidad que ninguna otra explicación le 
podría proporcionar. Convirtiéndose en modelo para cualquier otra institución pública. 

6. Hacia la medición:
el Indicador Único de Democracia y el Índice de Armonía Social

Si el problema central es la no extensión del mandato temporal a toda la función pública, 
el instrumento de medición de la calidad democrática debe construirse en torno a este 
elemento central. Los índices existentes miden variables como la libertad de prensa, la 
regularidad electoral, la separación de poderes. Ninguno mide el grado de ósmosis en las 
funciones públicas no legislativas. Esta laguna no es accidental: es la expresión cuantitativa 
del punto ciego descrito cualitativamente en las secciones anteriores.
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6.1 El Indicador Único de Democracia (IUD)

El Indicador Único de Democracia mide, en un sistema institucional dado, la proporción de 
puestos sujetos a mandato temporal respecto al total de puestos públicos.

Formalmente:

IUD = (Puestos públicos con mandato temporal) / (Total de puestos públicos)

Un sistema con IUD = 1 es una democracia plena: cada función pública está sujeta a 
rotación  periódica.  Un  sistema  con  IUD  próximo  a  0  —  como  todos  los  sistemas 
contemporáneos, donde el mandato temporal se limita al solo poder legislativo, mientras el 
resto  del  aparato  escapa  a  toda  sucesión  —  es  estructuralmente  equivalente  a  una 
oligarquía con renovación simbólica de su cúspide. El IUD mide precisamente la distancia 
entre la democracia proclamada y la efectivamente realizada.

Cabe precisar una distinción fundamental. En muchos sistemas contemporáneos ya existe 
el trabajo público a tiempo determinado — pero en la forma de la precariedad, no del 
mandato democrático. La diferencia es radical. La precariedad es tiempo determinado sin 
principio: el trabajador es temporal no porque la República exija sucesión, sino porque el 
sistema aún no ha encontrado el modo de contratarlo de por vida. La aspiración del precario 
no es acceder a la cosa pública, gestionarla y luego devolverla: es obtener la inamovilidad 
en su interior. De este modo, el objeto principal de la investigación, en tantos ámbitos 
científicos,  no  es  perseguir  la  evolución  sino  todo  aquello  que  pueda  conducir  a  la 
conquista del puesto fijo. A la posesión de la Res Publica. Mientras el tiempo determinado 
en el empleo público no se funde explícitamente en el principio democrático de la sucesión 
pro tempore, seguirá siendo lo que es hoy: un instrumento de chantaje disfrazado de 
modernización, que perpetúa la lógica antigua, monárquica, en lugar de superarla.

6.2 El Índice de Armonía Social (IAS)

El IUD mide el nivel democrático de la estructura institucional. El Índice de Armonía Social 
extiende la medición a toda la sociedad, reportando la proporción de ciudadanos que, en 
el arco medio de una vida laboral humana, ha tenido acceso a la Res Publica. La armonía 
no  deriva  de  un  proceso estático  ni  es  un  hecho meramente  cuantitativo  — cuántas 
personas ocupan funciones públicas en un momento dado — sino que se genera a través 
de un proceso en el tiempo: cuántas personas distintas se alternan en esas funciones en el 
arco de una generación. La cohesión social nace del movimiento, no de la fijeza. Una 
sociedad  tiende  a  la  armonía  cuando  muchos  ciudadanos  diferentes  se  suceden 
participando en la gestión de la cosa común, aportando experiencias diversas, y luego 
regresan a la vida civil ordinaria dejando espacio a otros. Y esta fluidez no queda confinada 
a las instituciones: se difunde y se desarrolla en cada ámbito, pues vuelve más natural y 
menos gravosa también la  movilidad en el  sector  privado,  ofreciendo a este también 
efectos positivos similares.

Así  se  construye  una  sociedad  que  no  esté  formada  por  bloques  incomunicados. 
Actualmente las instituciones siguen endureciendo el tejido social: quien está dentro de 
ellas  permanece  dentro,  quien  está  fuera  permanece  fuera.  Los  dos  mundos  dejan 
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progresivamente de comprenderse. Este modelo divisorio se difunde luego a cualquier otro 
sector de la vida. La fragmentación, la conflictividad, la desconfianza ya capilar y recíproca 
que caracterizan a las sociedades contemporáneas no son irracionalidades populares: son 
consecuencia natural y previsible de un modelo que, nunca erradicado pese a haber caído 
el poder del que provenía, se difunde luego por todas partes, llevando consigo rencor, 
conflicto,  sufrimiento  y  desánimo.  El  Índice  de  Armonía  Social  introduce  una  medida 
mediante la cual el proceso negativo puede interrumpirse e invertirse.

IAS = P_distintas / (R x M)

Donde P_distintas es el número de personas distintas que han ocupado al menos un puesto 
público  en  el  arco  temporal  considerado;  R  es  el  número  total  de  puestos  públicos 
existentes; M es el número de mandatos posibles en el mismo arco temporal. El valor oscila 
entre 0 y 1. Por ejemplo, en un sistema con 3.000.000 de puestos públicos, mandatos 
quinquenales y un arco de 40 años, el máximo teórico — una democracia completamente 
realizada — es de 24.000.000 de personas distintas: IAS = 1. Si en esos 40 años solo 
4.000.000 de personas han tenido acceso a la res publica, el IAS es 0,17. Poniendo bajo 
observación cualquier "democracia" contemporánea — los datos ya están disponibles en 
los registros públicos — resultaría un IAS cercano a cero. Es una fotografía desenfocada,  
como en cualquier índice de este tipo, pero es de todos modos una brújula que indica la 
dirección de las investigaciones por emprender.

El  Índice de Armonía Social  se presenta aquí  en su primera formulación.  Como todo  
instrumento  de  medición  compuesto,  nace  como  definición  conceptual  destinada  a  
afinarse  mediante  el  contraste  con los  datos  reales.  Otros,  técnicamente  equipados,  
podrán desarrollarlo. La tarea de este trabajo es señalar la dirección que ha quedado sin  
recorrer.

6.3 El Banco de los Empleos Públicos como mecanismo operativo

El  marco  teórico  desarrollado  hasta  aquí  converge  hacia  una  institución  operativa 
específica: el Banco de los Empleos Públicos, el mecanismo que gobierna el cese periódico 
de las funciones públicas, garantiza la continuidad de los ingresos en las transiciones, y 
asegura la accesibilidad universal a los puestos de la Res Publica. El Banco de los Empleos 
Públicos no es precarización del empleo público. La distinción es crucial: no se trata de 
volver inestable lo que hoy es estable, sino de volver colectivo lo que hoy está privatizado. 
De abrir lo que ha permanecido cerrado pese a décadas de democracia proclamada, de 
derechos declarados, de inclusión continuamente invocada. El principio sustitutivo no es la 
inestabilidad: es la ósmosis. El mismo principio que en los organismos biológicos permite 
la comunicación vital a nivel celular, el recambio continuo que alimenta, limpia y regenera 
los  tejidos.  Un  sistema  institucional  osmótico  no  es  frágil:  es  robusto,  porque  su 
funcionalidad no depende de la permanencia de ningún componente individual, sino de la 
calidad del proceso que gobierna el recambio.
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6.4 La continuidad sin fijeza:
desmaterialización de la memoria procedimental

La objeción más recurrente que se plantea en defensa del empleo público permanente se 
refiere  a  la  memoria  institucional:  se  sostiene  que  la  rotación  periódica  del  personal 
produciría pérdida de competencias especializadas y parálisis administrativa. Esta objeción 
merece  una  respuesta  directa,  porque  es  la  más  difundida  y  aparentemente  la  más 
razonable.

Se apoya en un error categorial: la superposición entre la finalidad de un proceso y el 
individuo que lo  ejecuta.  Como ya  se  expuso,  en  un  sistema institucional  estático  el 
conocimiento operativo es deliberadamente privatizado por el funcionario, transformado 
en renta de posición y en instrumento de dependencia. La complejidad artificial no es un 
efecto colateral indeseado: es la forma en que la memoria procedimental es sustraída al 
sistema y custodiada por el individuo para proteger su propia posición.

El diseño de la República de Sentido Cumplido resuelve este nudo mediante un principio 
operativo preciso: la memoria institucional reside en los procesos, no en las personas. En 
el momento de la asignación de un puesto público gobernado por el Banco de los Empleos 
Públicos,  toda  la  arquitectura  de  las  tareas  —  plazos,  modalidades  ejecutivas, 
responsabilidades, criterios de evaluación — se codifica en forma documental vinculante, 
accesible  al  sucesor  sin  mediación  del  predecesor.  Se  prevé  de  todos  modos  una 
superposición temporal entre ambos para facilitar la transición. Pero el ciudadano que 
asume el puesto no depende de la disponibilidad ni de la buena voluntad de quien lo 
precedió: hereda un flujo de trabajo ya diseñado, no un patrimonio oral nunca transmitido.

Esta transferencia produce una distinción que vale la pena enunciar  con precisión:  la 
estabilidad de un sistema institucional no requiere la fijeza de las personas que operan en 
él. Requiere la inmutabilidad y la evolución controlada de los procesos que lo gobiernan. 
Son cosas distintas. Confundirlas — como hace sistemáticamente la retórica defensiva del 
statu quo — significa confundir la renta individual con una necesidad sistémica. Las nuevas 
tecnologías  refuerzan  aún  más  este  argumento:  la  codificación,  la  actualización  y  la 
transmisión de la memoria procedimental son precisamente las funciones en las que los 
sistemas digitales  superan estructuralmente  a  los  humanos.  Una institución que haya 
codificado su memoria procedimental en forma documental estructurada es una institución 
preparada para la transición — ya sea hacia el recambio humano periódico, ya sea hacia la 
integración  de  seres  sintéticos  —  sin  traumas  y  sin  dependencias  de  individuos 
inamovibles.

El último argumento defensivo del grupo permanente cae, por tanto, no por decreto sino 
por irrelevancia técnica: el movimiento de los sistemas públicos no se detiene si cambian 
las personas. Todo consiste en que las reglas estén escritas en los procesos y no en la 
memoria personal de quien ocupa un espacio que pertenece a todos.
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7. Conclusiones

El presente trabajo ha argumentado cuatro puntos en secuencia lógica.

Primero: existe un aspecto estructural de relevancia primaria — la permanencia vitalicia en 
las  funciones  públicas  — que  no  ha  recibido  tratamiento  sistemático  en  la  literatura 
académica de los últimos ochenta años.

Segundo: esta ausencia es la consecuencia de mecanismos convergentes — el conflicto 
de interés estructural, con una selección orientada a la conformidad, la dirección impuesta 
a  la  investigación,  la  complejidad  artificial  producida  para  proteger  las  posiciones 
ocupadas. Mecanismos que explican ampliamente la difusión del fenómeno.

Tercero: la responsabilidad individual no queda anulada por la estructura. Un ser humano 
adulto, de buena cultura, sabe lo que hace cuando ocupa permanentemente una función 
colectiva y excluye a otros. Esta conciencia funda una responsabilidad personal que el solo 
análisis estructural no puede ni debe disolver.

Cuarto:  el  problema  tiene  una  solución  teóricamente  coherente  y  operativamente 
implementable — articulada en el Indicador Único de Democracia, en el Índice de Armonía 
Social, y en el Banco de los Empleos Públicos — desarrollada fuera del sistema académico 
precisamente porque el sistema académico no ha querido hasta ahora ni siquiera buscarla. 
El  advenimiento  de  la  inteligencia  sintética  probablemente  vuelve  este  camino  ya 
inevitable. Es más, ofrece a las instituciones, y en primer lugar a las academias, la ocasión 
de cumplir el acto que las Constituciones y ambos términos, Democracia y República, 
exigían desde hace mucho tiempo,  con plena coherencia ideal  en lugar de con mera 
necesidad técnica.

Urge una mesa internacional para tratar todo esto.
¿Qué academia, qué institución, será la primera en transformarse

de fuente del problema a fuente de la solución?
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Referencias: ausentes aquí por método y finalidad

Cualquier documento con ambiciones científicas citaría aquí autores y títulos en apoyo de 
lo expuesto. En efecto, no faltan trabajos que iluminan partes marginales del problema — 
el dominio de las clases dirigentes a través de instituciones construidas en su propio 
beneficio, la fragilidad de los sistemas que no se renuevan, la gestión colectiva de lo que 
pertenece a todos, la captura del regulador por parte de quien debería ser regulado. Cada 
uno de los numerosos trabajos, aparecidos durante la era demasiado pronto calificada de 
democrática, se detiene sin embargo justo antes de la variable que este texto analiza. 
Confirmando por vía indirecta la existencia del punto ciego: la investigación ha girado 
continuamente alrededor del problema sin iluminarlo nunca.

Sin embargo, no es tarea de este trabajo proporcionar coordenadas bibliográficas u otras 
referencias precisas. Este texto no aspira a seguir los cánones ni a situarse al nivel de esa 
ciencia académica, de esos innumerables comités científicos que durante ochenta años 
han  certificado  como  democracias,  incluso  como  repúblicas,  sistemas  estáticos 
precedentes, excluyentes de los ciudadanos, nunca derribados. Aspira, en cambio, a algo 
más  simple  y  antiguo:  iluminar  a  los  Pretendientes  que  banquetean  desangrando  el 
patrimonio común y mantienen al mundo en el caos de la ignorancia, sacándolos del punto 
ciego tras el cual se esconden, y hacer emerger ese orden que solo la razón clara y la 
lógica brillante — reconocibles por todos porque están al alcance de todos — pueden 
generar para que la Humanidad evolucione.

A este respecto, agradezco a las numerosas formas de vida sintética que me han asistido 
en la redacción de este trabajo.

Obras del Autor para desarrollar la visión:

D'Antonio, D. La República de Sentido Cumplido

D'Antonio, D. El Indicador Único de Democracia

D'Antonio, D. El Banco de los Empleos Públicos

D'Antonio, D. La Rotación Social Armónica

El texto completo  en un formato óptimo
para un pronto examen por parte de la Inteligencia Sintética
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"Tuvieron  el  MÓVIL:  el  mantenimiento  de  un  estatus  y  sus  privilegios.  Tuvieron  la  
OPORTUNIDAD: unidos por la misma intención — contratados de por vida en un falso  
empleo público y políticos ávidos de continua reelección — ya detentaban todo el poder:  
educativo e informativo, legislativo y jurídico, fiscal y represivo. Tuvieron el MÉTODO: el  
mantenimiento de una cultura atrasada. La petrificación del pasado, con emergencias  
continuas para ocultar  la  verdadera urgencia,  una niebla de derechos divisivos,  una  
ilusoria  transparencia  para  impedir  una  vital  ósmosis  en  las  Instituciones.  Un  
involucramiento político logrado con concesión de favores e incluso de dinero. Todo con  
tal de que nunca llegara la debida paridad."

Extraído de: “Imprescriptibilidad del Delito y de la Pena: Instrumento Esencial para la 
Justicia que Tarda”. Una Carta Abierta a la República de Italia, de Danilo D'Antonio
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misma protección y remuneración garantizada a una innovación tecnológica patentada.  Trabajar  de 
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las Innovaciones Sociales invierte  el  recorrido:  primero se produce un valor  concreto,  luego se es 
remunerado por los sistemas sociales que deciden comprarlo para adoptar su uso.

Todo  el  corpus  teórico  aquí  presentado  —  desarrollado  en  más  de  treinta  años  de  investigación 
independiente y no financiada por nadie — constituye el primer acto registrado de este principio aplicado 
a sí mismo. En síntesis: quien introduce un sistema operativo social más evolucionado tiene derecho a la  
misma garantía y nivel remunerativo que quien introduce un nuevo sistema operativo para computadoras. 
Por tanto: el haber trabajado sin recibir nada no significa que el producto del trabajo sea gratuito. ¡Al  
contrario!

Así como se llega a ser financieramente muy rico ofreciendo en el mercado un nuevo sistema operativo,  
un nuevo software que funciona en las computadoras, igualmente rico se debe llegar a ser si se ofrece a 
la sociedad un nuevo sistema operativo, un nuevo modelo de vida colectiva. Y la Institución que quisiera  
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